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DIVISIÓN DE DESARROLLO INSTITUCIONAL

UNIDAD DE AUTORIZACIONES Y APROBACIONES

Al contestar refiérase 

al oficio  No. 1175
24 de enero, 2006

DI-AA-0200

Licenciado

Fabio Molina Rojas

Alcalde

Municipalidad de Alajuela

Alajuela

Estimado señor:

Asunto: Refrendo del “Convenio de Cooperación suscrito entre la Municipalidad de Alajuela y el Instituto Tecnológico de Costa Rica para la programación e implementación del  sistema  integrado municipal (SINMU).

Damos respuesta a su oficio 1019-AM-EX05, mediante el cual remite a estudio el “Convenio de Cooperación suscrito entre la Municipalidad de Alajuela y el Instituto Tecnológico de Costa Rica para la programación e implementación del  sistema  integrado municipal (SINMU).

Una vez efectuado el estudio de rigor y, tomando en consideración las observaciones que se hicieran inicialmente en nuestro oficio 2701 (DI-AA-0505) del 8 de marzo del 2005; devolvemos el documento de marras sin refrendo, en razón de lo siguiente:

Mediante el citado oficio 2701/2005, esta Unidad señaló que de acuerdo con el fundamento invocado (artículo 2 inciso c) de la Ley de Contratación Administrativa), el objeto y obligaciones del documento sometido a nuestro análisis, en la especie nos encontrábamos ante un contrato interadministrativo, razón por la cual en una futura gestión debía acreditarse una serie de aspectos para en definitiva lograr la aprobación del mismo por parte de este Órgano Contralor.

En esta oportunidad, se remite el documento negocial en las mismas condiciones de la  gestión precedente, acompañado del oficio No. 1019-AM-EX-05, en el que se indica que el referido documento tiene como finalidad el desarrollo e implementación de una solución informática para el municipio, que corrija las deficiencias tecnológicas que le impiden a ésta brindar nuevos y novedosos servicios a la ciudadanía. Que el desarrollo conjunto del software entre profesionales del Instituto Tecnológico y la Municipalidad, permitirá la obtención de un producto a la medida y con altos estándares de calidad, incluido el concepto e-government en el desarrollo del sistema. Así como, que los fines del Instituto Tecnológico se cumplen en vista de que parte de los recursos humanos que se utilizarán en el desarrollo de la propuesta estará compuesta por estudiantes que realicen su trabajo final de graduación, y por parte de los profesores e investigadores que participen, el enriquecimiento y actualización al aplicar sus conocimientos en el desarrollo de un sistema de servicios de un gobierno local.

Sobre el particular, desde la perspectiva de un convenio de cooperación, el documento obligacional, debe necesariamente reflejar esa filosofía y quedar claramente en él plasmado los derechos, obligaciones, participaciones y demás que constituyen la cooperación, lo cual evidentemente no se cumple en este asunto, toda vez que aún cuando en nuestro oficio 2701/2005 hubiésemos señalado que el presente convenio en realidad se visualizaba como un contrato, es a través del oficio 1019-AM-EX05 que se explica que lo pretendido es un convenio de cooperación.

En línea con lo expuesto, debe tenerse presente que los convenios de cooperación han sido definidos en doctrina como “una de las técnicas de carácter bilateral que se emplean para conseguir la coordinación interadministrativa a través de las relaciones de colaboración y cooperación entre distintos sujetos públicos.” (Federico Castillo Blanco, Estudio sobre las Administraciones Públicas, Editorial COMARES, Granada, 1996, p74.), así como que esta Contraloría General los ha reconocido como un medio  empleado para suplir necesidades variadas, que de una u otra forma, no son satisfechas por la misma Administración. Es decir, que dichos convenios son acuerdos de voluntades suscritos entre dos o más entes públicos que actúan en el marco de sus respectivas competencias, con miras a lograr una interrelación  que se traducirá en última instancia en un mejoramiento en la calidad y eficiencia de la prestación del servicio público, concretizados a través de relaciones de colaboración y cooperación, en la que ambas partes intervienen en una situación de mutuo beneficio, puesto que no se justifica una situación de privilegio de una entidad pública sobre la otra (véase al respecto el oficio 2521/2003).

En ese sentido, el aspecto relevante para determinar si nos encontramos  ante un convenio de cooperación, lo constituye el objeto de la relación negocial, en el sentido  que efectivamente  confluyan las funciones públicas hacia el interés general mediante una estrecha “cooperación” de los entes públicos participantes; en suma, que ambos se beneficien de tal cooperación. 

Ahora bien, en punto al beneficio que debe traducirse en la cooperación y volviendo a nuestro caso en particular, aún con las explicaciones señaladas por el ayuntamiento, se mantiene la misma problemática expuesta en la anterior gestión, en tanto el objeto se limita a una prestación de servicios y el pago o retribución de los mismos, aspecto típico de un contrato y no de un convenio de cooperación. Prueba de ello, es la manifestación que se hace en el punto 6 del referido oficio, en cuanto que el desarrollo del sistema no generará excedentes al Instituto, por cuanto los costos del mismo representan el “pago de servicios profesionales a los estudiantes que participen y a los profesores”, así como el señalamiento que se hace en el detalle de presupuesto, de que la contratación del personal se hará por contrataciones directas (menores a seis millones) por servicios profesionales, con lo cual también surge la inquietud de si el proyecto lo efectuarán  exclusivamente estudiantes y profesores del centro, o si para ello se contratará personal externo, aspecto que es relevante en el tema de definición de la figura de negociación, sea si estamos ante un contrato o un convenio de cooperación.

Aunado a lo anterior, cuestionamos el fundamento jurídico que tendría el Instituto Tecnológico para el pago de “salarios” o de “honorarios” a estudiantes que vayan a realizar su práctica profesional.

En todo caso, de persistir el documento como contrato interadministrativo, deberá indicarse cuáles parámetros de razonabilidad se establecieron en el momento de fijar los salarios de los estudiantes y profesores implicados en el proyecto; y si la dedicación al mismo será a tiempo completo, sin demérito de las actividades docentes de estos últimos, aspecto éste último que deberá valorarse a la luz de lo establecido en la Ley contra la corrupción y en enriquecimiento ilícito en la función pública.

En consecuencia, deben las partes verificar si la relación que pretenden en realidad es un convenio de cooperación y bajo esa óptica elaborar el documento negocial que someterían a nuestra consideración en una nueva gestión de refrendo. Por otra parte, de considerar que es un contrato, deberán cumplir con las observaciones en el pasado efectuadas al citado documento.

Atentamente,

Lic. Marcela Aragón Sandoval 

Lic. Alejandro Herrera López

     Fiscalizadora Asociada


             Fiscalizador
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